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Procede la Sala a resolver el conflicto de competencia suscitado entre el Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira y el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas, dentro de la acción de tutela instaurada por Jesús Franklin Rentería Aragón contra la E.P.S. Servicio Occidental de Salud S.O.S. y la A.R.P. Colpatria.

ANTECEDENTES

Adujo el accionante que en virtud de haber sufrido un accidente de trabajo presenta dolor en la cintura por lo que fue incapacitado durante 138 días y se ordenó por medicina laboral que debía restringir su labor, ante lo cual la empresa a la que presta sus servicios no lo recibió inicialmente, luego siguió trabajando normalmente hasta cuando presentó un grave dolor y fue llevado a urgencias, donde  se le dio nueva incapacidad, pero ahora medicina laboral no le quiere reconocer la invalidez.
De la prueba que se acompaña, puede inferirse fundadamente que la empresa para la cual labora el actor ‘Cartones Velosa’ tiene domicilio en Pereira, así mismo la entidad de servicios temporales ‘Tempoeficaz S.A.’ mediante la cual fue vinculado el señor Rentería Aragón y tanto la ‘E.P.S. Servicio Occidental de Salud S.O.S.’ como la ‘A.R.P. Colpatria’, tienen su ubicación en esta misma ciudad.

Presentado el libelo ante la oficina de administración judicial de Pereira, por reparto correspondió el trámite de la acción al Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta ciudad, el cual admitió el mismo y ordenó correr traslado a las entidades accionadas. Al día siguiente, y al considerar que el accionante tiene su domicilio en otra municipalidad, ordenó remitir la actuación al Juzgado Municipal de Dosquebradas por ser el lugar -según su forma de pensar- donde se presenta la vulneración de los derechos reclamados.

Adjudicadas las diligencias al Juzgado Primero Penal Municipal, consideró que la acción debía continuarse ante quien se promovió por el tutelante la misma, y se declaró incompetente por lo que dispuso devolver la actuación a su homólogo en Pereira, a quien le propuso conflicto de competencia.

La señora Juez Tercera Penal Municipal de esta ciudad, reiteró que el domicilio del actor Rentería Aragón lo es la ciudad de Dosquebradas, ante lo cual refirió que carece de competencia territorial para decidir el asunto y al aceptar el conflicto negativo, ordenó enviarlo a esta Corporación para resolver el litigio.

POSICIÓN DE LA SALA

La jurisprudencia Constitucional impone que la solución de los conflictos de competencia en materia de tutela, corresponde al superior jerárquico común de las autoridades judiciales entre las cuales se presenta dicha discusión, en este caso la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito.
. 
Las normas que determinan la competencia en materia de tutela, son el artículo 86 de la Carta Política y el 37 del Decreto 2591 de 1991.  Por su parte y según la jurisprudencia constitucional, el Decreto 1382 de 2000 establece las ‘reglas para el reparto de la acción de tutela’, no las que definen la competencia de los despachos judiciales
, pues por su inferioridad jerárquica frente a las anteriores disposiciones, no puede modificarlas.
  
Al respecto el Tribunal Constitucional ha expresado: 
(i) Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 
Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.

(ii) Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”

Con fundamento en los precedentes parámetros constitucionales debe concluirse que una de las dificultades de competencia que existen en este trámite constitucional es la que surge de la interpretación o aplicación del factor territorial determinante del conflicto previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual atribuye el conocimiento a prevención de este tipo de acciones, a los jueces con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la petición, aunque precisa la jurisprudencia, que debe primordialmente respetarse la elección que ha hecho el accionante, cuando quiera que se presenten dudas sobre el aspecto territorial, obsérvese:

“En los eventos como el que ahora nos ocupa, cuando varios despachos judiciales tienen competencia para conocer de la garantía constitucional de amparo, la Corte ha señalado que los jueces o tribunales deben respetar la elección que haya efectuado el accionante. Al respecto en auto 030 de 2007 manifestó:
 
“Ahora bien, al punto de establecer la competencia precisa en aquellos casos en los cuales varios jueces resulten competentes es necesario verificar si el accionante ha elegido uno en particular de acuerdo a su especialidad pues, como fue señalado por esta Corporación en auto 169 de 2006, este criterio es definitivo, en la medida en que la libertad del actor, siempre que se encuentre dentro de los parámetros de competencia establecidos, merece protección por parte del ordenamiento jurídico. De otro lado, en aquellos eventos en los cuales el ciudadano no haya hecho manifestación expresa en dicho sentido, como consecuencia de la aplicación de los principios de celeridad y eficacia que orientan los procesos de tutela, se ordena la remisión del expediente de tutela al Juez al cual por vez primera se envió el reparto.
 
“Esta decisión se justifica debido a que, si bien los dos juzgados entre los cuales se entabla el conflicto resultan competentes, la obligación de ofrecer protección judicial oportuna a los derechos fundamentales cuyo amparo se solicita impone atribuir prontamente el asunto bajo competencia de una de las dos autoridades judiciales. En tal sentido, dado que el primer juez que se negó a avocar conocimiento tenía competencia, por lo cual el conflicto que formuló resulta equivocado, se ordena la remisión del expediente a su despacho”.
En el presente asunto, se observa que el Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de conocimiento declaró su incompetencia para conocer de la acción, por considerar que el facultado era el funcionario judicial del lugar de residencia del demandante, con lo cual está desatendiendo no solo la voluntad del accionante sino que también hace caso omiso del lugar donde se presenta en forma efectiva la vulneración, como quiera que aquí es la sede de trabajo del señor Jesús Franklin Rentería con ocasión de lo cual se ha presentado la afectación, y también en Pereira tienen su sede la empresa de servicios temporales en cuya nómina figura el demandante y las entidades demandadas.

Teniendo en cuenta los anteriores criterios la Sala ordenará enviar el expediente al despacho judicial ubicado en esta capital, para que en forma inmediata continúe el trámite de primera instancia y profiera decisión de fondo respecto del amparo solicitado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:

Primero: Asignar al Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira, la competencia para continuar conociendo de la acción de tutela promovida por el ciudadano Jesús Franklin Rentería Aragón.
Segundo: Devolver el expediente en forma inmediata al Despacho Judicial mencionado y comunicar al Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas la decisión adoptada en esta providencia.
Cópiese, comuníquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
   Magistrado



 
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado




Secretario
� Al respecto, ver entre otros,  los Autos 014 de 1994, 087 de 2001, 031 de 2002, 122 de 2004, 280 de 2006, 031 de 2008 y 124 y 198 de 2009.


� Ver Auto A-099 de 2003 y Sentencia del dieciocho (18) de julio de 2002, proferida por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado.


� Corte Constitucional Auto 198 de 2009 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional Autos 124 de 2009 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto y 198 de 2009 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional Auto 080 del 5 de mayo de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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